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1. EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN EL ÁMBITO NOTARIAL 
El principio de legalidad representa uno de los pilares más importantes en los cuales se sostiene el ordenamiento jurídico interno, lo cual se debe al establecimiento de las normas por las cuales se van a regir las distintas relaciones jurídicas, así como las actividades a nivel de la sociedad y su correspondiente regulación institucional. En el ámbito notarial, es evidente que las actuaciones realizadas por los notarios públicos están normadas por una serie de disposiciones jurídicas que, al estar definidas en la ley, imponen pautas de conducta y procedimientos que no pueden verse soslayados, de lo contrario, se atentaría contra el orden y la tutela de derechos. Este principio está intrínsecamente relacionado con la seguridad jurídica como un mandato de certidumbre, el cual es indispensable para la adecuada aplicación del Derecho, más que todo en la esfera notarial, que es constantemente dinámica.
La importancia de este estudio está fundamentada a partir del hecho de resaltar el deber que tienen los notarios, que de acuerdo con Santiestevan (2026), intervienen no solo como fedatarios, sino como operadores jurídicos que cuentan con la experiencia y la preparación que les permita garantizar la validez y la eficacia de los actos que autorizan. Esta misma autora también resaltó el impacto que puede tener la digitalización de los servicios respecto del control de la legalidad, más que todo en cuanto a la autenticidad y la seguridad de la información. Por consiguiente, se estima conveniente afirmar que estos servidores están en la obligación de readecuar su rol de prestación de servicios en la sociedad a través de un mayor conocimiento y aplicación de la tecnología. 
De acuerdo con el argumento antes expuesto, es innegable el repunte que ha tenido la tecnología como medio o instrumento para el desarrollo de las relaciones jurídicas en esta nueva era en la que la información se registra con mayor frecuencia en soportes digitales, donde la presencialidad y los soportes físicos en papel van perdiendo espacio. Por tal razón, los notarios en Ecuador tienen que de indispensable e imperativamente actualizar sus conocimientos y protocolos de atención a los usuarios empleando los recursos tecnológicos que les son puestos a disposición para optimizar sus servicios. Sin embargo, el empleo de estas herramientas no puede ser discrecional, sino que debe acatar ciertas pautas fijadas en la ley para evitar entre otras cosas manejos inadecuados, negligentes o incluso arbitrarios, lo que se insiste en su relación con la seguridad jurídica y que es explicado a través de este artículo. 
1.1 EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD DENTRO DE LAS RELACIONES JURÍDICAS
La revisión y estudio de la doctrina permite identificar diferentes criterios y apreciaciones respecto del principio de legalidad, en efecto, de acuerdo con lo precisado por Islas (2009), este principio se caracteriza por su reconocimiento en los ordenamientos jurídicos de los diferentes Estados, lo que se debe a esa relación denominada supra/subordinación entre los representantes del Estado y los ciudadanos, por lo que los actos del sistema estatal afectan los bienes y derechos de la vida en comunidad. Es decir, el citado autor se refiere a que se destaca como una regla de competencia y control, en que se establece dentro de los actos jurídicos quiénes intervienen, qué deben hacer y quién fija estas directrices, lo que se entiende que emana de la propia ley. Los actos y las relaciones jurídicas evidentemente requieren de una regulación en los términos que fijen las normas de Derecho, por lo cual el Estado edifica un sistema legal para que estas se lleven a cabo de una forma determinada, evitando manifestaciones abusivas
Entre otras apreciaciones encontradas en la doctrina, de acuerdo con Mayorga (2019), en el marco del Estado de Derecho se consagra la ley como un criterio objetivo de la representación indiscutible de la voluntad general, de modo que se legitima dicha expresión en las disposiciones que se plasman a través de las diferentes normas jurídicas. Evidentemente, existe una supervisión sobre la legalidad que se realiza por parte de los poderes estatales en cuanto al ejercicio de las facultades legislativas, así como de las consignadas en el sistema de justicia para velar por el adecuado imperio de la ley y la tutela efectiva de los derechos. De tal manera, se busca generar un marco de compatibilidad en la aplicación de la ley, donde cada situación esté delimitada por las pautas que mejor correspondan de conformidad con su contenido. 
Al profundizarse tanto en el rol como en el valor que tiene la ley, conforme a lo desarrollado por Aponte (2022), se define que esta es una justificación ideológica y material del Estado de Derecho, más que todo en cuanto a la limitación del poder, así como el respeto por los derechos de libertad y propiedad. En tal virtud, la lucha por la legalidad se ubica en la limitación al poder y reivindicación de libertades, por lo que no es admisible la inserción de mecanismos que tienen por finalidad modelar y transformar al individuo. Cabe señalar, que esta idea apunta a que si bien es cierto, se debe respetar la voluntad de las personas, es necesario que se definan ciertos límites donde el ejercicio de la libertad no rebase la esfera personal y se afecten los derechos de terceros, por lo que los parámetros definidos legalmente validan en sociedad las formas en que se debe direccionar los vínculos jurídicos entre las personas.
Otras posturas teóricas, como la formulada por Guastini (2001), que postula que el principio de legalidad conlleva que los poderes públicos y sus actuaciones estén subordinados a lo establecido por la ley, de modo que las actuaciones que de ella provengan se sujeten a su contenido y disposiciones, de lo contrario, deberán enfrentar las declaratorias de invalidez. Dicho esto, en el próximo apartado de este artículo entre las diferentes actuaciones de los entes públicos se tiene lo concerniente a las actividades del sistema notarial, lo que se explicará en detalle en ese segmento, pero preliminarmente se indica que estas inexorablemente deben realizarse en la medida en que las leyes establezcan cómo debe llevarse a cabo la prestación de sus servicios. Entonces, se anticipa que una función pública como la del notario se tiene que realizar únicamente en las formas que están señaladas en el marco normativo vigente y aplicable para su labor, por lo cual la incorporación de la digitalización de este servicio debe observar este principio. 
1.2 EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD APLICADO EN LA ACTIVIDAD NOTARIAL
En relación con este principio y su aplicación en la esfera notarial, para comprender adecuadamente la forma en que este debe materializarse, se precisa partir de un aspecto esencial, el cual, según Lucas y Albert (2023), se necesita conocer que las actividades desempeñadas por los notarios públicos se rigen por una serie de principios para la prestación de un servicio articulado y organizado. Efectivamente, la labor de estos principios busca la orientación como fuente doctrinal del accionar del fedatario, por lo que estos se integran y tienen por propósito garantizar la seguridad jurídica, tanto a nivel contractual como social y estatal. Se aclara que sobre la seguridad jurídica esta tiene su propio apartado, pero que ineludiblemente guarda un vínculo estrecho con el principio de legalidad dado que este estado de certidumbre es el resultado de la adecuada aplicación de la ley. 
Como se ha dicho anteriormente, la actividad notarial está reglada por una serie de principios, tales como la fe pública, la buena fe, la transparencia, entre otros, pero, principalmente, destaca el de legalidad, dado que un notario únicamente puede obrar en las formas que le están expresamente reconocidas en la ley, más aún cuando sus actos y sus efectos son de dominio público. En relación con este principio, Prada (1993) resaltó que el notario siempre debe actuar mediante estricta observancia de la ley, por lo que ella impone un límite a su actuación y la obliga a adaptarla a la voluntad de las partes. Se añade que conlleva una doble función, la que consiste en que para el Estado se tiene la garantía de cumplimiento de los fines de interés general, en tanto que, para los particulares que el notario sabrá orientar sobre los requisitos para llevar a cabo los actos jurídicos deseados. 
La doctrina muestra como parte de sus fundamentos lo relacionado con el criterio del vínculo existente entre la legalidad como instrumento de la prestación de la fe pública. En tal contexto, para Díaz et al. (2025), la legalidad de los actos notariales se caracteriza por la vigilancia y el cumplimiento de las disposiciones de ley, por medio de las cuales se materializa la voluntad de los peticionarios, de modo que se cumplan los requisitos pertinentes. En definitiva, el notario solo puede hacer lo que estrictamente le está estipulado dentro de la normativa aplicable inherente a sus funciones, porque de actuar de forma contraria no solo estaría desconociendo sus mandatos o contenido, sino que los desnaturalizaría en virtud del deber que tiene de apegarse a los preceptos consignados en la normativa. 
Un aspecto que debe ser destacado es la forma en que Remeseiro (2025), expone que el notario es un funcionario de control de legalidad, esto por cuanto está investido constitucional y legalmente de supervisar y controlar que los negocios jurídicos que autoriza se establezcan de acuerdo con las condiciones debidas de ley. Por lo tanto, le corresponde examinar cada uno de los detalles y las formas para favorecer las condiciones de los actos o contratos que se van a celebrar, al mismo tiempo que debe prevenir la existencia de desperfectos o amenazas para las partes y la sociedad en general, de modo que estas puedan ser subsanadas. En términos más específicos, asume ese rol de garante en la debida aplicación de la norma jurídica para advertir los riesgos y las consecuencias negativas en el ámbito jurídico. 
La revisión doctrinal sugiere un vínculo intrínseco entre la legalidad y la seguridad jurídica, por lo que en el ámbito notarial, según lo manifestado por Mezquita del Cacho (1989), en la medida en que un acto jurídico resulte seguro de acuerdo con la ley, se está cumpliendo relativamente con la justicia, dado que este es uno de los elementos esenciales de un orden jurídico seguro. A este argumento se añade que la positivización del Derecho demanda del respeto a la ley y las formas que se establecen en ella para tutelar los derechos que se puedan ver favorecidos por la protección de la norma jurídica. Este concepto aplicado a la labor notarial implica que los notarios no solamente tienen que velar por el cumplimiento de la ley, sino que, producto de ella, los actos o negocios jurídicos en sus diferentes formas no vulneren derechos, por lo que esta premisa se traslada al contexto de la aplicación de los procesos de digitalización de los servicios notariales de lo que se trata a lo largo de este artículo. 
1.3 LA ADECUACIÓN DE LA LEGALIDAD DE LAS ACTUACIONES NOTARIALES EN LA ERA DE LA DIGITALIZACIÓN
La incorporación de la tecnología evidentemente supone una transformación de la actividad notarial, por lo que de acuerdo con Moncayo y Delgado (2026), se produce una transición que comprende el paso de las documentaciones y diligencias físicas en soportes de papel y la verificación directa del comportamiento de los otorgantes a elementos como la firma electrónica, los blockchain, certificados digitales, sistemas biométricos de verificación de datos y bases de datos documentales en línea. Estos autores plantean una serie de interrogantes que se subsumen a la necesidad de tener la certeza de si los notarios pueden cumplir eficazmente con su rol tradicional de otorgar fe pública cuando la presencialidad y el soporte físico han sido su base, por lo que los entornos digitales y virtuales no brindarían ese mismo grado de solemnidad. Más que todo, este cuestionamiento se levanta cuando se conoce lo cambiante de la tecnología y sin una base legal completamente definida que asegure la legalidad de los actos.
En cuanto al aporte dogmático de Belalcazar (2026), se resalta que la digitalización del servicio notarial es jurídicamente viable en tanto se preserve el núcleo esencial de la fe pública, así como el control de la legalidad, para lo cual es necesaria la plena identificación de los otorgantes y la autenticidad del instrumento. Otro factor destacado por este autor fue que la equivalencia jurídica de la firma electrónica representa una condición necesaria, pero que por sí sola no garantiza la seguridad jurídica del instrumento público digital. A este argumento, se añade en calidad de sustento de los riesgos que corre la información digital de acceso no consentido, manipulación o alteración de terceros, por lo que los medios preventivos aún demandan de mayor desarrollo legal, motivo por el cual los notarios enfrentan con incertidumbre cómo asegurar dichas garantías cuando estos medios no están completamente desarrollados, más que todo en el caso ecuatoriano que no se cuenta con esa preparación en lo jurídico y en lo tecnológico. 
Una situación que no se puede ignorar sobre la aplicación de la tecnología en los servicios notariales en Ecuador, y sobre la tutela de la legalidad de los actos jurídicos en este nuevo paradigma obedece a la realidad explicada por Segovia (2025), al sostener que la implementación de servicios notariales digitales en América Latina debe enfrentar desafíos tanto complejos como significativos, tales como la brecha digital, la falta de infraestructura en zonas rurales. A esto se añade que en el Ecuador la adopción de plataformas digitales ha sido desigual, con avances en las ciudades más grandes, pero sin esa misma oportunidad de implementación y ejecución en sectores urbanos y rurales con menor desarrollo. Por lo tanto, el problema que se presenta no solo trata de incorporar la tecnología para la digitalización del servicio notarial, sino que evidentemente se requiere del respaldo de políticas públicas, entre otros elementos normativos, que fomenten la inclusión digital, así como el acceso equitativo al empleo de los medios tecnológicos tanto para los notarios como para los usuarios. 
En lo concerniente a la forma en que se deben llevar a cabo las prácticas de la digitalización de los actos notariales, por parte de Castillo et al. (2025), se resaltan los postulados de la hermenéutica notarial, más que todo en lo concerniente a la cadena de autenticidad que se inicia en la oficina notarial, la que debe preservarse ininterrumpidamente hasta la inscripción registral. Para una debida implementación se demanda la práctica de una transmisión segura de datos, así como la existencia de plataformas interoperables y mecanismos de verificación autorizada. Igualmente, se apunta que cualquier tipo de ruptura de esta cadena compromete el derecho de oponibilidad del acto ante terceros, por lo que se debilita la transparencia y autenticidad del registro, lo que podría desembocar en conflictos en la defensa de la titularidad de derechos, motivo por el cual los protocolos tecnológicos notariales tienen que estar debidamente reglados. 
2. EL PRINCipio de seguridad jurídica EN EL ÁMBITO NOTARIAL. 
Un primer punto por destacar es que la seguridad jurídica es un principio de carácter fundamental, el cual es contemplado por los distintos ordenamientos jurídicos dentro de sus respectivas configuraciones, por lo que en el caso ecuatoriano tiene sus propias pautas para garantizar su cumplimiento, lo cual es fundamentado a lo largo de este capítulo. Para tener una adecuada comprensión de su contenido e importancia, se parte de revisar lo establecido en el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador (CRE), el cual en su parte pertinente manifiesta que este derecho tiene como pilar fundamental el respeto por la norma constitucional, así como en normas jurídicas previas, las que deben ser claras, así como públicas y aplicadas por autoridades competentes (Constitución de la República del Ecuador, 2008, actualizada en el Tercer Suplemento del Registro Oficial 568, de 30 de mayo de 2024). Ciertamente, se trata de un mandato de rango constitucional que no puede pasar inadvertido en ningún ámbito de las relaciones jurídicas, entre estas las que se tutelan en la vía o sede notarial. 
En virtud de normas claras y públicas, así como en el carácter preexistente, se revisa lo dispuesto en la Ley Notarial, entre las principales obligaciones que deberá cumplir está la relacionada con la constatación de los requisitos de capacidad, libertad y conocimiento de las obligaciones que son asumidas por los contratantes, tal como se fija en el artículo 27 numerales 1, 2 y 3 respectivamente de esta norma jurídica (Ley Notarial, 1966, actualizado 08 de diciembre de 2020). En efecto, este artículo muestra que los notarios tienen que constatar estos elementos habilitantes para la redacción de una escritura pública donde se manifiesta la voluntad de los contrayentes para efectuar un determinado acto o negocio jurídico, lo cual constituye un requisito sine qua non para la prestación de la fe pública. Lógicamente, la labor notarial no es discrecional, guarda sujeción a pautas predefinidas en las normas jurídicas como parte de un orden propio de un Estado de Derecho que se rige bajo el imperio de la CRE y las leyes.
Sin embargo, a nivel de la digitalización de los servicios notariales, esta normativa y las referidas condiciones dependen de una actualización para un cumplimiento eficiente, de manera que la misma no se realice de forma provisoria, sino reglada de acuerdo con el mandato de la seguridad jurídica. En tal virtud, se sugiere una regulación prevista dentro de leyes especializadas para el efecto, para así contar con directrices mejor articuladas para el servicio notarial a nivel digital, por cuanto el contenido de la Resolución 001-2021 y la 305-2022 no es suficiente porque no refiere expresamente a cada uno de los actos jurídicos y sus respectivas formas de protocolización, quedando únicamente en pautas generales (Resolución 001-2021 del Consejo de la Judicatura, 2021, Resolución 305-2022 del Consejo de la Judicatura, 2022). En vista de que el Derecho Notarial en Ecuador requiere más actualización en el empleo de herramientas tecnológicas, mayor relevancia adquiere que esta se respalde en el principio de seguridad jurídica. 
CONSULTAR DESAFÍOS Y REFORMAS DEL ACTO NOTARIAL EN EL DERECHO CIVIL
2.1 EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA EN LA APLICACIÓN DE LA LEY
Al revisar lo que la doctrina establece en relación con la seguridad jurídica, se destaca que según Vargas (2023), su estudio encuentra significados polisémicos, es decir, que se refiere a varias interpretaciones relacionadas con su propósito, alcances y sentidos, pues este principio conlleva fines diversos. Aunque, de su parte se prevé que se trata de un orden, previsión y protección al ordenamiento jurídico a través de la normativa que le integra. Ciertamente, las normas jurídicas no son una declaración de mandatos con fuerza vinculante sin antes ser un producto legitimado por la expresión del legislador como un resultado de la voluntad popular que se legitima a través de su divulgación y conocimiento en el territorio y en la sociedad en la que habrá de regir.
Se revisó con anterioridad lo que señaló la CRE en su artículo 82 sobre la seguridad jurídica, resaltándose que se trata de la claridad de las normas jurídicas con un criterio jurídico de conocimiento previo y con dominio público. No obstante, tal concepción se amplifica al recurrir a la interpretación de la jurisprudencia de la Corte Constitucional del Ecuador, la que al respecto dentro de la Sentencia N° 127-12-SEP-CC indica que este principio es la certeza práctica del derecho, por cuanto se conoce lo prohibido, lo permitido y lo mandado por el poder público, más que todo a nivel de las relaciones entre particulares y de estos con el Estado. En esta referencia de la Corte, se agrega que es una garantía de que el Estado reconoce a la persona, de modo que no se vulnere su integridad, y que sus derechos y bienes no sean violentados, y en el caso que llegare a acontecer, se debe disponer los mecanismos que resulten idóneos para su tutela y reparación (Sentencia N° 127-12-SEP-CC, 2012).  
 Las normas jurídicas son indispensables para garantizar la adecuada gestión de todo acto jurídico, más que todo para respaldar eficientemente el cumplimiento de labores u obligaciones y ejercicio de derechos, puesto que deben contar con una pauta predefinida para su óptima satisfacción. Este contexto no es ajeno a la actividad notarial, lo que se explica posteriormente, pero se considera debido a que los notarios no cumplen únicamente con protocolos de registro, sino que también deben tutelar los derechos de las personas, más que todo si el marco jurídico experimenta cambios, puntualmente ante el hecho de que la digitalización de los servicios notariales en el país aún no cuenta con bases sólidas. Como bien acotó Soler (2018), la seguridad jurídica es un saber anticipado y anticipatorio, por lo que los esfuerzos del hombre siempre están presentes para desplegarse, pero se necesita saber cuáles, lo que atañe concretamente a que las tareas en Derecho para ser cumplidas deben sostenerse en lo que la ley disponga oportunamente.
2.2 LA SEGURIDAD JURÍDICA EN LA ACTIVIDAD NOTARIAL
La seguridad jurídica adquiere especial importancia dentro del ámbito notarial, más que todo porque según destacó Gallino (1996), por cuanto el notario es un representante del Estado, por lo que a su función se extiende la salvaguarda del orden jurídico y la protección de los derechos, lo que conlleva que debe satisfacer ese rol de garante al tenor de lo que consagra este principio. Todo funcionario, evidentemente, debe responder a la protección del ordenamiento jurídico, más que todo considerando que en su rol fedatario se generan compromisos jurídicos por medio de los cuales entre las partes se exigen derechos y obligaciones. En consecuencia, todo servidor del notariado asume el compromiso de respetar las leyes de la República, pero para esto debe conocer con exactitud los requerimientos que se le exigen, lo que refuerza la necesidad de que este principio esté adecuadamente vinculado en cada una de sus actuaciones. 
Entre otras posturas teóricas, se destaca lo reseñado por Marcillo y Delgado (2025), al tratarse el tema concerniente a la trascendencia de la fe pública, dado que el notario investido por las facultades que le conceden las leyes, hace que este reconocimiento de esta fe pública transforme los actos privados en instrumentos públicos, lo que deposita en ellos una presunción de veracidad y legalidad que no se puede cuestionar con ligereza, salvo que existan pruebas categóricas de una actuación indebida que sean evacuadas en procesos judiciales en específico. En tal virtud, esta seguridad jurídica que es menester emane de sus actos implica la generación de confianza en el tráfico jurídico general, lo que también implica la reducción de riesgos de fraude y litigios posteriores. Es así, que mediante este criterio es posible reconocer la importancia y el alcance de la labor notarial desde los postulados de este principio constitucional. 
Un aspecto importante que es señalado por López y Calle (2022) en los casos en que se produzca la falta de uniformidad en la práctica notarial, puede, en consecuencia, provocar el debilitamiento en la formación de contratos y negocios jurídicos, lo que deviene en el planteamiento de retos inmediatos en la mejora de calidad y estandarización de servicios. Esta afirmación teórica permite evidenciar con mayor criterio y sustento que la uniformidad en las actuaciones notariales no se atiene únicamente a la práctica de procedimientos que surjan por el desarrollo de la costumbre, tal es el caso de que entre los notarios surja un consenso a partir de sus actividades para llevar determinados temas de cierta manera, sino que tiene que sujetarse a las formas y condiciones establecidas legalmente. De lo contrario, no se estaría garantizando esa seguridad que las partes precisan, lo que comprometería la tutela de sus derechos por cuanto todo notario es un garante respecto de este acontecimiento. 
En la doctrina, por parte de González (2024), se advierte que en un mundo y en un entorno jurídico cada vez más dinámico y globalizado, en especial en materia de economía y al aplicarse las disposiciones propias del Derecho, el notario está cada vez más comprometido a garantizar la seguridad jurídica. En especial, este cuidado o protección de los intereses y los bienes jurídicos reside en la vigilancia de la forma en que se efectúan actos y contratos, así como también en cuanto a la forma en que se debe cumplir con el acto de guardar los protocolos o archivos correspondientes. En efecto, si las relaciones o vínculos entre las personas naturales y jurídicas cada vez se sostienen a los avances sociales donde destaca la tecnología, se asume como consecuencia lógica que este proceso tenga su guía dentro del propio sistema normativo que regula sus actividades para el otorgamiento de la fe pública. 
2.3 LA PRÁCTICA DE LA SEGURIDAD JURÍDICA COMO PARTE DE LA DIGITALIZACIÓN NOTARIAL
Para Arellano (2023), uno de los aspectos en los cuales se presentan dudas acerca de los efectos de cómo llevar a cabo los procesos de la digitalización de los servicios notariales tiene que ver con la individualización de los intervinientes, así como en la constatación de la autenticidad en la declaración de la voluntad, así como en la validez de la firma electrónica, por lo que la verificación no ocurre de la misma forma que cuando se realiza de forma presencial y en respaldos físicos de papel. Aunque la vía telemática y la digitalización de los procesos sean más ágiles y eficientes, queda el cuestionamiento vinculado a si la tecnología logra reemplazar la inmediación presencial, más que todo cuando hay personas con discapacidad o que no cuentan con las condiciones suficientes de accesibilidad a la tecnología y a la cobertura del internet. Estos aspectos no aparecen cubiertos con suficiencia, motivo por el cual se pone en entredicho el desarrollo cabal de los elementos y fines que persigue la seguridad jurídica.
Se puntualiza entre otros acontecimientos de acuerdo con Salazar et al. (2023), sobre las incidencias de la digitalización de los servicios notariales al impacto propio que esta tendría respecto de esta prestación pública. Si bien, el objetivo es avanzar hacia un sistema que resulte más ágil y accesible para los usuarios, no se soslaya que la implementación de la tecnología debe solventarse con medidas previstas dentro del marco legal para garantizar la seguridad jurídica para las partes intervinientes en la celebración de escrituras públicas. Por lo tanto, de ese modo, es posible contar con la previsión que contribuya a evitar vacíos normativos que vulneren los derechos de los comparecientes. 
En relación con lo indicado en líneas anteriores, los notarios deben adaptarse e implementar la tecnología como parte del desempeño de sus cargos, pero cabe el cuestionamiento en relación con los presupuestos legales que les instruya y les muestre cómo cumplir con tal cometido. Este hecho más que todo es contradictorio cuando se fija una obligación, pero sin parámetros en la ley más definidos para aquello, tal como se desprende del artículo 301.2, numeral 4 del Código Orgánico de la Función Judicial que señala como estándares de rendimiento para estos funcionarios en cuanto al uso de herramientas tecnológicas para realizar sus actuaciones (Código Orgánico de la Función Judicial, 2009, actualizado en el Registro Oficial 189 de 26 de marzo de 2026). Esta disposición claramente establece un deber, pero no se aprecia que esta o alguna otra norma indique las condiciones necesarias para ejecutar debidamente este cumplimiento que es exigido. 
Del mismo modo, el artículo 66, numeral 25 de la CRE reconoce el derecho de las personas a recibir una prestación de bienes y servicios públicos de calidad. A esto, surgen las inquietudes de cómo los notarios pueden adaptar estas disposiciones cuando el marco jurídico no es lo suficientemente amplio y descriptivo en la digitalización de estos servicios en términos de eficacia. Esta predisposición de adecuado servicio, sumada a lo mencionado previamente, lleva a reflexionar hasta qué punto se puede esperar seguridad jurídica cuando no se dispone de los medios para el efecto. 
Para efectos de contar con una idea más descriptiva sobre este asunto, Vásquez y Jaramillo (2023), sostuvieron que tanto en la forma tradicional como en la digital, la función notarial no se limita solo a certificar firmas, sino a verificar la capacidad de las partes. También consta la comprensión del contenido negacional, así como la prevención de vicios del consentimiento, lo que es un desafío en la esfera digital por las brechas de la alfabetización digital y desigualdades de acceso a la tecnología. Se observa cómo la incorporación de tecnologías digitales y telemáticas en el servicio notarial no conduce a una impresión unánime de mejora, sino más bien, de desafíos que deben ser asumidos para su correcto empleo, más que todo porque las respuestas deben surgir de la propia ley, es decir, en términos de seguridad jurídica. 
En efecto, el uso de la tecnología por parte de los notarios, tal como está previsto por Villacres y Pazmay (2021), en términos de seguridad jurídica debe acreditar y asegurar certeza, estabilidad y previsibilidad en los actos notariales. Por consiguiente, la automatización de este servicio no puede provocar incertidumbre sobre la autoría, así como sobre la integridad  o efectos jurídicos de los instrumentos públicos. Al contrario, le compete reforzar la confianza pertinente a este sistema y que se tenga la convicción de que los actos autorizados digitalmente por el notario son plenamente válidos de conformidad con las normas del sistema jurídico ecuatoriano en el contexto digital. 
3. CONCLUSIONES
Se pudo observar que la legalidad de las actuaciones notariales enfrenta un cambio de concepción y aplicación ante la irrupción de los nuevos avances tecnológicos que deben aplicarse dentro de este ámbito, por lo tanto, ante este novedoso escenario en constante transformación, se apreció cómo emerge la digitalización de los actos y las relaciones jurídicas entre las personas naturales y jurídicas. Este proceso exige que los notarios empleen de forma imperativa las herramientas tecnológicas en el ejercicio de sus labores, lo cual evidenció en el caso puntual de la realidad ecuatoriana que existe la obligación de digitalizar el servicio notarial, pero sin el suficiente desarrollo normativo que defina puntualmente cómo corresponde que se lleve a cabo. Al no existir una pauta estándar, se afirma que existe un vacío jurídico que requiere de una solución que comprende la creación de la normativa que oriente a los notarios en este nuevo contexto de prestación de sus servicios.

Por su parte, la seguridad jurídica reflejó ser un principio que está adquiriendo otras connotaciones y relevancia en el proceso de digitalización de los servicios notariales, dado que el notario no solo debe reconocer y prestar la fe pública como tradicionalmente ha estado acostumbrado a hacerlo, sino que su proceder está inexorablemente destinado a trasladarse al ámbito digital. Las distintas posturas teóricas recopiladas a lo largo de esta investigación abarcaron que la presencia de brechas tecnológicas es el principal limitante que debe superarse para brindar un servicio óptimo y de calidad, lo cual resulta más complejo cuando la ley no contempla este presupuesto. Este reto es más demandante y exigente toda vez que la accesibilidad a la tecnología es limitada, cuando existen personas vulnerables y en poblaciones en las que no hay las posibilidades de contar con este recurso, por lo que tutelar los derechos por medio del servicio notarial es más complejo cuando la ley no lo prevé, lo que condiciona la satisfacción de este principio.

Finalmente, se concluye que la legalidad y la seguridad jurídica en el Ecuador no estarían lo suficientemente garantizadas en el proceso de digitalización de los servicios notariales, más que todo por lo relacionado con las brechas existentes y la previsión de riesgos concernientes a la constatación de la autenticidad de la voluntad de los otorgantes en las escrituras públicas. Igualmente, si existen errores en el registro de estas escrituras, no hay procedimientos establecidos para su rectificación cuando se celebran de forma telemática y la gestión es digital. Este hecho conlleva que la tutela efectiva de los derechos de los comparecientes no estaría plenamente garantizada, más que todo porque los notarios no cuentan con un marco legal que prevea estas situaciones, siendo que la digitalización de estos servicios cuenta con varios temas por resolver para afianzar la aplicación de estos principios. 
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